
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS  

CASO GELMAN VS. URUGUAY 

SENTENCIA DE 24 DE FEBRERO DE 2011  

(Fondo y Reparaciones) 

RESUMEN DE LA PARTE RESOLUTIVA DE LA SENTENCIA: 

DISPONE  

por unanimidad, que: 

1. 1.     Esta Sentencia constituye per se una forma de reparación.  

2. 2.     En un plazo razonable, el Estado debe conducir y llevar a término eficazmente la 
investigación de los  hechos del presente caso, a fin de esclarecerlos, determinar las 

correspondientes responsabilidades penales y administrativas y aplicar las consecuentes 

sanciones que la ley prevea, de conformidad con los  párrafos 252 a 256, 274 y 275 de la 
Sentencia.  

Que dicen los párrafos de la Sentencia: 

252 Corte determina, en vista de los hechos probados y de conformidad con las violaciones declaradas, que e l Estado 
debe investigar los hechos, ident ificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables de la desaparición forzada 
de María Claudia García, la de María Macarena Gelman, esta última como consecuencia de la sustracción, supresión y 
sustitución de su identidad, así como de los hechos conexos.  

253 Para ello, dado que la Ley de Caducidad carece de efectos por su incompatibilidad con la Convención Americana 
y la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en cuanto puede impedir la investigación y  
eventual sanción de los responsables de graves violaciones de derechos humanos, el Estado deberá asegurar que 
aquélla no vuelva a representar un obstáculo para la  investigación de los hechos materia de l presente caso ni para la  
ident ificación y, si procede, sanción de los responsables de los mismos y de otras graves violaciones de derechos 
humanos similares acontecidas en Uruguay.  

254 En consecuencia, el Estado debe disponer que ninguna otra norma análoga, como prescripción, irretroactividad 
de la ley  penal, cosa juzgada, ne bis in idem o cualquier excluyente similar de responsabilidad, sea aplicada y que las 
autoridades se abstengan de realizar actos que impliquen la obstrucción del proceso investigat ivo.  

255 Estado debe conducir la mencionada investigación eficazmente, de modo que se lleve a cabo en un plazo 
razonable, disponiendo al respecto la indispensable ce leridad de la actua l causa incoada o la instrucción de una 
nueva, según sea más conveniente para ello y asegurando que las autoridades competentes realicen las 
investigaciones correspondientes ex officio, contando al efecto de las facultades y recursos necesarios y permit iendo 
que las personas que participen en la investigación, entre e llas los familiares de las víct imas, los testigos y los 
operadores de justicia, cuenten con las debidas garant ías de seguridad.   

256 Part icularmente, la  Corte considera que, con base en su jurisprudencia[1], e l Estado debe asegurar el pleno 
acceso y capacidad de actuar de los familiares de las víct imas en todas las etapas de la investigación y e l 
juzgamiento de los responsables. Adicionalmente, los resultados de los procesos correspondientes deberán ser 
publicados para que la sociedad uruguaya conozca los hechos objeto del presente caso, así como a sus responsables. 

275.El Tribunal estima de manera posit iva la disposición del Estado para establecer un “Protocolo para la recolección 
e información de restos de personas desaparecidas” y ordena a l Estado que efectivamente lo adopte y lo ponga en 
conocimiento de las autoridades encargadas para su inmediata ejecución.  

  



1. 3.     El Estado debe continuar y acelerar la búsqueda y localización inmediata de María Claudia 
García Iruretagoyena, o de sus restos mortales y, en su caso, entregarlos a sus familia res, 

previa comprobación genética de filiación, de conformidad con los párrafos 259 y 260 de la 

Sentencia.  

Que dicen los párrafos de la Sentencia: 

259.En consecuencia, como una medida de reparación del derecho a conocer la  verdad que t ienen las víctimas, e l 
Estado debe continuar con la búsqueda efectiva y loca lización inmediata de María C laudia García, o de  sus  restos 
mortales, ya sea a través de la investigación penal o mediante otro procedimiento adecuado y  efectivo. La realización 
de dichas diligencias debe ser efectuada acorde a los estándares internacionales.  

260.Las referidas diligencias deberán ser informadas a sus familiares y  en lo posible procurar su presencia. En e l 
evento que se encuentren los restos mortales de María C laudia García, éstos deberán ser entregados a sus familiares 
a la  mayor brevedad posible, previa comprobación genét ica de filiación. Además, e l Estado deberá asumir los gastos 
fúnebres, en su caso, de común acuerdo con sus familiares. Los gastos que todo lo anterior ocasione deberán ser 
asumidos por el Estado.  

1. 4.     El Estado debe garantizar que la Ley de Caducidad de la Pretensión Punit iva del Estado, al 
carecer de efectos por su incompatibilidad con la Convención Americana y la Convención 

Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en cuanto puede impedir u 
obstaculizar la investigación y eventual sanción de los responsables de graves violaciones de 

derechos humanos, no vuelva a representar un obstáculo para la investigación de los hechos 

materia de autos y para la identificación y, si procede, sanción de los responsables de los 
mismos, de conformidad con los párrafos 253 y 254 de la  Sentencia.  

Que dicen los párrafos de la Sentencia: 

253.Para ello, dado que la Ley de Caducidad carece de efectos por su incompat ibilidad  con la Convención Americana 
y la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en cuanto puede impedir la investigación y  
eventual sanción de los responsables de graves violaciones de derechos humanos, el Estado deberá asegurar que 
aquélla no vuelva a representar un obstáculo para la  investigación de los hechos materia de l presente caso ni para la 
ident ificación y, si procede, sanción de los responsables de los mismos y de otras graves violaciones de derechos 
humanos similares acontecidas en Uruguay. 

254.En consecuencia, el Estado debe disponer que ninguna otra norma análoga, como prescripción, irretroactividad 
de la ley  penal, cosa juzgada, ne bis in idem o cualquier excluyente similar de responsabilidad, sea aplicada y que las 
autoridades se abstengan de realizar actos que impliquen la obstrucción del proceso investigat ivo.  

1. 5.     El Estado debe realizar, en el plazo de un año, un acto público de reconocimiento de 
responsabilidad internacional por los  hechos del presente caso, de conformidad con el párrafo 

266 de la Sentencia.  

Que dicen el párrafo de la Sentencia: 

266.En razón de lo anterior, como lo ha hecho en otros casos, el Tribunal estima que el Estado debe realizar un acto 
público de reconocimiento de responsabilidad internacional  en re lación con los hechos del presente caso, refir iéndose 
a las violaciones establecidas en esta Sentencia. El acto deberá llevarse a cabo mediante una ceremonia pública 
conducida por  altas autoridades nacionales y con presencia de las v íctimas del presente caso. El Estado deberá 
acordar con las víct imas o sus representantes la  modalidad de cumplimiento del acto público de reconocimiento, así 
como las particularidades que se requieran, tales como e l lugar y la fecha para su realización. Dicho acto deberá ser 
difundido a través de medios de comunicación y, para su realización, e l Estado cuenta con el plazo de un año 
contado a part ir de la notificación de la presente Sentencia.   

1. 6.     El Estado debe colocar en un espacio del edificio del Sistema de Información de Defensa 
(SID) con acceso al público, en el plazo de un año, una placa con la inscripción de l nombre de 

las víctimas y de todas las personas que estuvieron detenidas ilegalmente en dicho lugar, de 

conformidad con el párrafo 267 de  la Sentencia .  



Que dice el párrafo de  la Sentencia: 

267.Asimismo, según su compromiso y en e l plazo de un año, e l Estado deberá develar, en un lugar con acceso 
público del edificio de l SID, una placa con la inscripción de los nombres de las v íctimas y  el período en que 
estuvieron a llí detenidas ilegalmente.  

1. 7.     El Estado debe realizar, en el plazo de seis  meses, las publicaciones dispuestas en el 

párrafo 271 de la Sentencia .  

Que dice el párrafo de  la Sentencia: 

271.La Corte estima, como lo ha dispuesto en otros casos, que e l Estado deberá publicar, en el plazo de se is meses, 
contado a part ir de la notificación de la presente Sentencia:  

a)     por una sola vez, en e l Diario Oficial, la presente Sentencia, con los respectivos títulos y subt ítulos, sin las notas 

al pie de página; 

b)     en otro diario de amplia circulación nacional, y por un sola vez, el resumen oficial de la  presente Sentencia 

elaborado por la Corte, y  

c)     e l resumen of icia l y  el presente Fallo íntegramente en un sit io web oficial, que deberá estar disponible por un 
período de un año.  

1. 8.     El Estado debe implementar, en un plazo razonable y con la respectiva asignación 
presupuestaria, un programa permanente de derechos humanos dirigido a los  agentes del 

Ministerio Público y a los jueces del Poder Judicial de Uruguay, de conformidad con e l párrafo 

278 de la Sentencia.  

Que dice el párrafo de  la Sentencia: 

278.En mérito de lo constatado en e l expediente, el Tribunal establece que, s in perjuicio de los programas de 
capacitación para funcionarios públicos en materia de derechos humanos que ya existan en Uruguay, el Estado debe 
implementar, en e l Centro de Estudios Judiciales de l Uruguay, en un plazo razonable y con la respectiva disposición 
presupuestaria, programas permanentes sobre Derechos Humanos dir igidos a los agentes del Ministerio Público y a 
los jueces del Poder Judicia l de l Uruguay, que contemplen cursos o módulos sobre la debida investigación y 
juzgamiento de hechos constitut ivos de desaparición forzada de personas y de sustracción de niños y niñas.   

1. 9.     El Estado debe adoptar, en el plazo de dos años, las medidas pertinentes para garantizar 
el acceso técnico y sistematizado a información acerca de las graves violaciones de derechos 

humanos ocurridas durante la dictadura que reposa en archivos estatales, de conformidad con 

los párrafos 274, 275 y 282 de la Sentencia.  

Que dicen los párrafos de la Sentencia: 

274.El Tribunal valora que el Estado haya iniciado activ idades para continuar las investigaciones dest inadas a 
determinar e l paradero de los desaparecidos durante la época de la dictadura militar en Uruguay, así como la medida 
ofrecida por e l Estado para crear una Comisión Interministeria l que se encargue de dar impulso a las investigaciones 
para esclarecer e l destino de los desaparecidos entre los años 1973 a 1985, por lo cual la Corte dispone que en dicha 
instancia e l Estado debe asegurar la  part icipación de una representación de las víct imas de dichos hechos, si éstas 
así lo determinan, la que podrá canalizar la aportación de información re levante. El actuar de la Comisión 
interministeria l estará sujeto a la confidencialidad que la información requiere y contará con una representación del 
Ministerio Público que sirva de contacto para recopilar dicha información.  

275.El Tribunal estima de manera posit iva la disposición del Estado para establecer un “Protocolo para la recolección 
e información de restos de personas desaparecidas” y ordena a l Estado que efectivamente lo adopte y lo ponga en 
conocimiento de las autoridades encargadas para su inmediata ejecución.  

282.La Corte va lora posit ivamente que exista una ley en Uruguay  que proteja el derecho a l acceso a la información 
pública, como lo ha informado e l Estado. Si bien en el presente caso no se ha constatado la aplicación de dicha 



norma a favor de las  víct imas, e l Tribunal ha observado que una de las limitaciones para avanzar en la investigación 
es que la información acerca de las graves v iolaciones de derechos humanos ocurridas durante la dictadura reposa 
en diferentes archivos de seguridad nacional que se encuentran disgregados y  cuyo control no es adecuado[2]. 
Puesto que ta l información puede ser út il para los funcionarios que rea lizan las investigaciones judiciales al respecto, 
el Estado deberá adoptar las medidas pertinentes y  adecuadas para garant izar e l acceso técnico y  sistematizado a 
esa información, medidas que deberá apoyar con las asignaciones presupuestarias adecuadas.  

10.El Estado debe pagar, dentro de l plazo de un año, las cantidades fijadas en los  párrafos 291, 293, 
296 y 304 de la  presente Sentencia, por concepto de  indemnización por daño material e inmaterial y 

por el reintegro de costas y gastos, según corresponda, de conformidad con los párrafos 305 a 311 de  

la misma.  

Que dicen los párrafos de la Sentencia: 

291.La Corte f ija en equidad la cantidad de $ 5,000.00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor 

de María Macarena Gelman por los gastos incurridos en la búsqueda del paradero de su madre.   

293.Atendiendo a los ingresos que habría probablemente percibido María C laudia García durante su v ida, de no haber 

acontecido su desaparición forzada, e l Tribunal decide f ijar, en equidad y por concepto de la correspondiente por 

lucro cesante, la cantidad de US $300.000,00 (trescientos mil dólares de los Estados Unidos de Amér ica) o su 
equivalente en moneda uruguaya, la que deberá ser distr ibuida en partes iguales entre sus derechohabientes 

conforme al derecho aplicable. 

296.La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que la sentencia puede const ituir per se una forma 
de reparación. No obstante, el daño inmateria l comprende “tanto los sufr imientos y las aflicciones causados a la  

víctima directa y a sus a llegados, el menoscabo de valores muy significativos para las personas, así como las 

alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de la v íctima o su familia”. Además, es 
necesario considerar las circunstancias del caso sub judice, por los sufr imientos que las violaciones cometidas 

causaron a las v íctimas, dada la profunda afectación que los hechos ocasionaron en e l caso de María Claudia García, 

especia lmente por su estado de embarazo[3]. Por otra parte, es particularmente re levante e l cambio en las 
condiciones de vida y las restantes consecuencias de orden inmateria l o no pecuniario que sufr idas por María 

Macarena Gelman. En consecuencia, la Corte estima pert inente fijar una cant idad, en equidad, como compensación 

por concepto de daños inmateriales[4], las cantidades de:  

a)     US $100.000,00 (cien mil dólares de los Estados Unidos de A mérica) a favor de la señora María C laudia García 

de Gelman; y  

b)     US $80,000.00 (ochenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de María Macarena Gelman 

García.  

304.La Corte determina, en equidad, que e l Estado debe entregar, por concepto de gastos y costas, la cantidad de 

US$ 28.000,00 (veintiocho mil dólares de los Estados Unidos de América) a los representantes de María Macarena 

Gelman y  Juan Gelman. Igualmente, señala que en el procedimiento de supervis ión del cumplimiento de la presente 
sentencia, podrá disponer el reembolso a las víct imas o sus representantes, por parte del Estado, de los gastos 

razonables en que incurran en dicha etapa procesa l.  

305.El Estado deberá efectuar e l pago de las indemnizaciones por concepto de daño materia l e inmaterial y e l 
reintegro de costas y  gastos, directamente a las personas indicadas en la misma, dentro del plazo de un año, 

contado a part ir de la notificación del presente Fallo, en los términos de los párrafos siguientes.  

306.En caso de que los beneficiar ios hayan fallecido o fallezcan antes de que les sea entregada la indemnización 
respectiva, ésta se efectuará directamente a sus derechohabientes, conforme a l derecho interno aplicable.  

307.El Estado debe cumplir sus obligaciones monetarias mediante e l pago en dólares de los Estados Unidos de 

América o en un equivalente en moneda uruguaya, utilizando para el cá lculo respectivo el tipo de cambio que esté 
vigente en la bolsa de Nueva York, el día anterior al pago.  

308.Si por causas atribuibles a los beneficiar ios de las indemnizaciones o a sus derechohabientes no fuese posible el 

pago de las cantidades determinadas dentro del plazo indicado, el Estado consignará dichos montos a su favor en 
una cuenta o cert ificado de depósito en una institución financie ra uruguaya solvente, en dólares estadounidenses, y  

en las condiciones f inancieras más favorables que permitan la legis lación y la  práct ica bancaria.  



309.Si no se reclama la indemnización correspondiente una vez transcurridos diez años, las cantidades serán 

devueltas a l Estado con los intereses devengados.  

310.Las cantidades asignadas en la presente Sentencia como indemnización y como re integro de costas y gastos 

deberán ser entregadas a las personas y organizaciones indicadas en forma íntegra, conforme a lo establecido en 
esta Sentencia, sin reducciones derivadas de eventuales cargas f iscales.  

311.En caso de que e l Estado incurr iera en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada 

correspondiente al interés bancario moratorio en Uruguay.  

  

1. 11.                      Conforme a lo establecido en la Convención, la Corte supervisará el 
cumplimiento íntegro de esta Sentencia y dará por concluido el presente caso una vez que el 

Estado haya dado cabal ejecución a lo dispuesto en la misma, debiendo el Estado rendirle, 

dentro del plazo de  un año a partir de la notificación de esta Sentencia, un informe sobre las 
medidas adoptadas para tal efecto.  

 

 


